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42672-MGP-S 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA  
 Y EL MINISTRO DE SALUD

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28

inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227 del 2 

de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la 

Ley General de Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso 

b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de 

noviembre de 1973; los artículos 2, 61 incisos 2) y 6), 63, 64 y 65 de la Ley General de 

Migración y Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009; el Decreto Ejecutivo 

número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; y, 

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado

está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de

toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud,

Ley 5395 del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley Orgánica del

Ministerio de Salud N° 5412, del 08 de noviembre de 1973, regulan esa obligación

de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud pública por parte del Poder

Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud. Particularmente, la salud de la población

es un bien de interés público tutelado por el Estado, y que las leyes, reglamentos y

disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden público, por lo que en

caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras disposiciones de igual validez

formal.



III. Que con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad

competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o

daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para

inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas

normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia

de salud, consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para

dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los

estados de emergencia sanitarios.

IV. Que corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la definición

de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas

las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución de aquellas

actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones encomendadas al

Ministerio de Salud y sus potestades policiales en materia de salud pública, debe

efectuar la vigilancia y evaluar la situación de  salud de la población cuando esté en

riesgo. Ello implica la facultad para obligar a las personas a acatar las disposiciones

normativas que emita para mantener el bienestar común de la población y la

preservación del orden público en materia de salubridad.

V. Que las autoridades públicas están obligadas a aplicar el principio de precaución en

materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que

fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los

habitantes.



VI. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio costarricense debido

a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

VII. Que el Decreto Ejecutivo número 42238-MGP-S del 17 de marzo de 2020, establece

una restricción temporal de ingreso al territorio nacional, para personas extranjeras

bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría Turismo, contemplada

en el artículo 87 inciso 1) de la Ley General de Migración y Extranjería, sea vía

terrestre, fluvial o marítima, excepto para yates y veleros.

VIII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42256-MGP-S del 25 de marzo de 2020,

se insta a las personas extranjeras que cuenten con una permanencia legal

autorizada bajo las categorías migratorias de Residencia Permanente, Residencia

Temporal, Categorías Especiales o No Residentes subcategoría Estancia,

establecidas en los artículos 78, 79, 87 inciso 2 y 94 de la Ley General de Migración

y Extranjería, respectivamente, a abstenerse de egresar del territorio nacional. Sin

embargo, si dichas personas deciden de manera voluntaria egresar del país entre las

23:59 horas del día 25 de marzo y las 23:59 horas del 31 de octubre del año 2020,

ambas fechas inclusive, se les impondrá un impedimento de ingreso temporal, con

fundamento en el artículo 61 incisos 2) y 6) de la Ley General de Migración y

Extranjería.

IX. Que sin mérito de la acción supra citada, el Poder Ejecutivo estableció por medio del

Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 de julio de 2020 las medidas de

adaptación para el ingreso de personas extranjeras al territorio nacional vía aérea

en el marco de la emergencia nacional sanitaria por el COVID-19. Adicionalmente,

según el artículo 8 de dicho Decreto Ejecutivo, la persona costarricense que regrese

al país vía aérea o marítima mediante yate o velero, optativamente para que no se

aplique la emisión de la orden sanitaria de aislamiento y en tanto provenga de un

país autorizado por el Ministerio de Salud, podrá presentar el resultado negativo de

COVID-19 obtenido a través de la prueba denominada PCR-RT y demostrar que ha

permanecido al menos durante 14 días en el país de procedencia.



X. Que en virtud de lo dispuesto en el artículo 8 del Decreto Ejecutivo supra citado,  se

busca otorgar un mecanismo optativo con la finalidad de que las personas realicen

un ingreso igualmente respetuoso y seguro respecto de las medidas sanitarias, pero

que se adapte a las necesidades correspondientes en caso de que pueda cumplir con

los elementos del escenario alterno frente a la orden sanitaria de aislamiento.

Ahora, luego de valorar el escenario actual epidemiólogico, se ha determinado que

la medida referida requiere ser adaptada justamente con ocasión de la evolución

que ha tenido el proceso de apertura de las fronteras aéreas, dado que en la

actualidad se encuentra habilitada la opción de realizar viajes por periodos cortos

de tiempo a otros países y de ahí que la medida en mención amerite ser ajustada al

escenario vigente.

XI. Que en virtud de lo anterior, persistirá la posibilidad de contar con una medida

opcional en caso necesario sin descuidar la seguridad de las acciones sanitarias en

materia migratoria que se han dictado para la atención del estado de emergencia

nacional por COVID-19, así como el debido cumplimiento de las condiciones fijadas

en el Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S como el resguardar la salud pública y

el bienestar común.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42513-MGP-S DEL 31 DE JULIO DE 2020 

ARTÍCULO 1°.- Refórmese el artículo 8° del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se ajuste el párrafo segundo, de tal manera que en adelante se 

consigne lo siguiente: 



“ARTÍCULO 8°.- 

(…) 

De manera optativa, para que no se aplique la emisión de la orden sanitaria de 

aislamiento, las personas costarricenses que provengan de un país autorizado por el 

Ministerio de Salud, de conformidad con el artículo 3° del presente Decreto Ejecutivo, 

podrán presentar el resultado negativo de COVID-19 obtenido a través de la prueba 

denominada PCR-RT, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud. 

(…)” 

ARTÍCULO 2°.-.El presente Decreto Ejecutivo rige a partir del 19 de octubre de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República. San José a los diecinueve días del mes de octubre 

de dos mil veinte. 

     CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Gobernación y Policía, Michael 
Soto Rojas y el Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza.—1 vez.—( D42672 - 
IN2020494771 ).


